El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
    Sentencia  – 1ª instancia – 27 de septiembre de 2018

Proceso:
    Acción de Tutela 
Radicación Nro. :       66001-22-13-000-2018-00777-00
Accionante: 

    Javier Elías Arias Idárraga
Accionado:
     Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas
Magistrado Ponente:  Claudia María Arcila Ríos
Temas:                             DEBIDO PROCESO/ ADMISIÓN ACCIÓN DE TUTELA / CESACIÓN DE LA VULNERACIÓN / HECHO SUPERADO /  Surge de tales pruebas que el hecho que motivó la solicitud de amparo se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, como ya se indicara, el juzgado accionado decidió admitir la demanda popular por auto del pasado 18 de septiembre, con lo que se satisfizo la pretensión principal del actor. Por tanto, puede afirmarse que cesó el hecho en que encontraba el actor vulnerados sus derechos.

(…)

En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto.
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Acta No. 375 del 27 de septiembre de 2018
Expediente No. 66001-22-13-000-2018-00777-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Dosquebradas, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que instauró, radicada bajo el número “2018-132”, el juzgado accionado incumple las leyes 472 de 1998 y 734 de 2002, exige requisitos no contemplados en la ley para admitirla y, en consecuencia, permite que la continúe amenaza de los derechos de las personas que transitan por el “sitio de la amenaza consignada en mi a. constitucional”. 

2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, al debido proceso y al principio de la buena fe. Para su protección solicita se ordene: a) al juzgado accionado admitir inmediatamente la acción popular y decretar la medida cautelar consistente en remover el poste a que se refieren los hechos de esa demanda, para así evitar un daño contingente y b) vigilancia administrativa y judicial frente a ese despacho.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 17 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular al Alcalde de Dosquebradas, a la Defensoría del Pueblo y al Ministerio Público, ambos de la Regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de la entidad demandada en la acción popular, porque no ha concurrido a esa actuación.

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador Regional de Risaralda señaló que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba. Solicita se le desvincule de la actuación.

2.2 El Secretario Jurídico de la Alcaldía de Dosquebradas alegó que ese ente territorial es ajeno a la actuación desplegada en el Juzgado accionado y por tanto carece de falta de legitimación en la causa por pasiva.

2.3 El titular del juzgado accionado informó que si bien la demanda popular había sido inadmitida mediante proveído del 27 de agosto pasado y a pesar de que el actor no la subsanó, al contrario se limitó a presentar recursos improcedentes, por auto del 18 de septiembre, de manera oficiosa y en aplicación del precedente de la Corte Suprema de Justicia, la admitió y dispuso darle el trámite correspondiente. 

3. La Defensoría del Pueblo guardó silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si: a) en este caso procede la tutela contra la decisión del juzgado accionado de inadmitir la acción popular formulada por el actor. De serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el accionante y b) se está frente a un hecho superado de conformidad con lo planteado por el funcionario accionado accionada.
3. Las pruebas documentales que obran en el expediente, acreditan los siguientes hechos:

3.1 Mediante proveído del 27 de agosto pasado, con fundamento en el artículo 90 del Código General del Proceso, el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas inadmitió la acción popular promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra la sociedad Delsa y le concedió al actor el término de cinco días para que allegara el certificado de existencia y representación legal de la accionada, así como copia de la demanda para el traslado
. 

3.2 Frente a esta decisión el actor formuló recurso de reposición y en subsidio el de apelación, al considerar que la demanda reunía los requisitos del artículo 18 de la ley 472 de 1998
.

3.3 Por auto del 18 de septiembre último se admitió la demanda referida
con apoyo en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que en sede de tutela se refirió a la imposibilidad de exigir el certificado de existencia y representación legal de una sociedad demandada en acción popular para establecer su domicilio entidad accionada. Además, rechazó de plano los recursos formulados contra el proveído que inadmitió la demanda, porque de conformidad con el artículo 90 del Código General del Proceso, esa providencia no es susceptible de recurso alguno
.

6. Surge de tales pruebas que el hecho que motivó la solicitud de amparo se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

En efecto, como ya se indicara, el juzgado accionado decidió admitir la demanda popular por auto del pasado 18 de septiembre, con lo que se satisfizo la pretensión principal del actor. Por tanto, puede afirmarse que cesó el hecho en que encontraba el actor vulnerados sus derechos.

Se justifica entonces dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: "Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 

En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO Declarar la carencia actual de objeto en la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, a la que fueron vinculados la Alcaldía de Dosquebradas, la Defensoría del Pueblo y el Ministerio Público, ambos de la regional Risaralda.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 21 vuelto


� Folio 22





� Folios 23 y 24








� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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